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Acta No. 472 del 13 de septiembre de 2012


Expediente No. 66001-22-13-000-2012-00248-00

Decide esta Sala en primera instancia la acción de tutela que instauró el señor Rubén Darío de la Pava contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Humberto Castro García y Luz Marina Giraldo Fajardo.

A N T E C E D E N T E S

Expresó el demandante que es ciudadano colombiano; en razón de la violencia se tuvo que radicar en los Estados Unidos; los señores Humberto Castaño García y Luz Marina Giraldo Fajardo iniciaron proceso ejecutivo en su contra porque, según ellos, había firmado unas letras de cambio a su favor, lo que no hizo; se notificó de la demanda por medio de su apoderado judicial; éste informó sobre su situación de seguridad y solicitó se tomaran unas muestras dactiloscópicas y grafológicas a fin de demostrar que las firmas y huellas plasmadas en los aludidos títulos valores no correspondían a las suyas; el juzgado accionado ordenó la toma de muestras para el mes de enero, situación que no le fue informada por su abogado y de la que se enteró a mediados del pasado mes de julio; su abogado solicitó se comisionara a la Embajada de Colombia en Estados Unidos para que allí se tomaran las referidas muestras, pero esa petición le fue negada, desconociendo de esta forma los principios fundamentales consagrados en los artículos 29, 228 y 229 de la Constitución Política y sin tener en cuenta que su defensa radica en el hecho de que él no suscribió las letras que se le cobran; al estar en Estados Unidos no le queda más que confiar sus intereses en su representante judicial, quien al parecer no cumplió con las obligaciones debidas, razón por la que no ha contado con una defensa técnica real. 

Adujo que el juzgado accionado por un formalismo no va a practicar la prueba que solicitó, la cual es fundamental para decidir y que no autorizó la comisión solicitada a sabiendas que tenía como propósito demostrar que no había firmado las letras de cambio por las que se le ejecuta; de esta forma, dejó de aplicar los artículos 179 y 180 del Código de Procedimiento Civil que lo facultan para buscar la verdad real e impartir justicia.

Citó jurisprudencia que consideró aplicable al caso; se refirió a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales y concluyó que el despacho accionado incurrió en una vía de hecho, por defecto fáctico debido a la insuficiencia de pruebas; por defecto sustantivo en razón a la falta de aplicación de las citadas normas del Código de Procedimiento Civil y en defecto procedimental por no buscar la prevalencia del derecho sustancial y negar con ello el acceso real y efectivo a la administración de justicia.

Estimó lesionados sus derechos al debido proceso, igualdad y acceso real y efectivo de la administración de justicia y para su protección, solicitó se ordene al juzgado accionado acoplar su decisión y disponer la comisión para la toma de las muestras dactiloscópicas y grafológicas; adicionalmente, vigilar el acatamiento de lo ordenado de tal forma que no continúe la vulneración; disponer al demandado que en el término de ocho días informe sobre el cumplimiento y en caso contrario, continuar el incidente por desacato.  

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L 

Por auto del pasado 31 de agosto se admitió la demanda, se vinculó a los señores Humberto Castro García y Luz Marina Giraldo Fajardo, se decretaron pruebas y se dispusieron las notificaciones de rigor.

Ni el despacho accionado ni las personas vinculadas a la actuación emitieron pronunciamiento alguno.

C O N S I D E R A C I O N E S

El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, ha enseñado que el amparo resulta procedente cuando se incurra en una vía de hecho, concepto que se ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia:

“Por su parte, las causales especiales de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones judiciales, respecto de las cuales, solamente es necesario la configuración de una de ellas, la Corte determinó que son: (i) El defecto material o sustantivo, que se configura cuando la decisión judicial objeto de reproche, se apoya en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; (ii) el defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece de competencia; (iii) el defecto procedimental, que se origina cuando el funcionario judicial dicta la decisión, apartado completamente del procedimiento dispuesto en el ordenamiento jurídico; (iv) el defecto fáctico, surge cuando el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado; (v) el error inducido, que se presenta cuando el juez fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales; (vi) la decisión sin motivación, cuando la decisión carece de fundamentos fácticos y jurídicos, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; (vii) el desconocimiento del precedente, que se presenta, verbi gratia, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance y (viii) la violación directa de la Constitución”
. 

La procedencia de la tutela frente a decisiones judiciales, en razón al principio de la autonomía judicial, está pues supeditada a la configuración de alguna de las circunstancias mencionadas. Solo en eventos de esa naturaleza puede el juez constitucional modificar una decisión judicial con el fin de garantizar el respeto a los derechos fundamentales. 

De acuerdo con los argumentos planteados en el escrito con el que se promovió la acción, encuentra el accionante lesionados sus derechos fundamentales en la decisión del despacho accionado que no autorizó la toma de muestras, por medio de funcionario competente en el exterior, para la práctica de las pruebas dactiloscópica y grafológica solicitadas, las que requiere como prueba de las excepciones que propuso en el proceso ejecutivo a que se refieren los hechos de la demanda, concretamente porque con ellas pretende demostrar que las firmas y huellas consignadas en las letras de cambio que se le cobran, no corresponden a las suyas. 

Es necesario entonces establecer si la determinación adoptada por la funcionaria accionada se configura en una actuación arbitraria, carente de todo viso de legalidad que justifique la intervención del juez constitucional.

Los documentos que se incorporaron a la actuación y que obran en el cuaderno No. 2 permiten considerar acreditados los siguientes hechos:

.- En el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira se tramita el proceso ejecutivo con acción mixta, promovido por los señores Humberto Castaño García y Luz Marina Giraldo Fajardo contra Rubén Darío de la Pava Arbeláez, en el que por auto del 24 de noviembre de 2010 se libró orden de pago a favor de los demandantes y en contra del demandado, por las sumas de $50.000.000, $100.000.000, $25.000.000, $20.000.000, $40.000.000 y $100.000.000 como capital y sus intereses de mora.

.- El demandado, dentro de la oportunidad legal y por medio de apoderado, el que constituyó mediante poder otorgado en el exterior y autenticado ante el cónsul de Colombia en New York, propuso como excepciones de fondo las que denominó cobro de lo no debido, inexistencia de la obligación y temeridad y mala fe. Alegó que solo aceptó la letra de cambio por valor de $50.000.000 mas no las otras que se aportaron como fundamento de la ejecución, las que tachó de falsas.
.- Por auto del 26 de julio del año anterior se decretaron las pruebas solicitadas por el demandado, entre ellas un dictamen grafológico “para que una vez tomada la muestra por parte del juzgado”, el experto designado hiciera un cotejo con las firmas que aparecen en las cinco letras atacadas y se señaló el 23 de enero de este año como fecha en la que debería comparecer citado señor. En la misma providencia se ordenó un dictamen dactiloscópico para que por experto de Medicina Legal “una vez tomada la muestra”, se hiciera un cotejo de las huellas recopiladas con las impresas en los documentos citados.

.- En la misma fecha en que debía comparecer el demandado para la toma de muestras ordenadas por el juzgado, su apoderado solicitó se comisionara al cónsul de Colombia en New York para que “éste tome las firmas, y huellas que el Juzgado considere necesarias”, a efectos de practicar las pruebas decretadas, en razón a que su representado reside en los Estados Unidos desde hace más de tres años, registrándose su última salida de Colombia el 10 de abril de 2009, tal como lo  demuestra con la copia de su pasaporte, arrimado con el escrito de contestación a la demanda.

.- Abierta la audiencia respectiva, se dejó constancia por el juzgado que compareció el apoderado del ejecutado, quien aportó escrito manifestando que su representado no reside en el país y a renglón seguido dispuso concederle el término de tres días para que justificara su inasistencia, so pena de ser sancionado.

.- Mediante proveído del 15 de febrero siguiente dejó anotado el juzgado que el demandado no justificó sumariamente la inasistencia a la audiencia referida y lo conminó “para que de ahora en adelante no se vuelva a presentar tal incidente”; dispuso además que como en el expediente existen indicios de que el citado señor no se encuentra en el país, no se aplicarán las sanciones previstas en el artículo 225 del Código de Procedimiento Civil y negó la solicitud elevada por el apoderado que lo representa porque la oportunidad para solicitar la comisión se encuentra vencida, toda vez que el escrito de contestación a la demanda se recibió el 1 de junio de 2011 “siendo esta la oportunidad para pedir la comisión y actuar de buena fe”.

.- Contra esa decisión el representante judicial del demandado interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación. Adujo, en breve síntesis, que el señor Rubén Darío de la Pava tenía la intención de viajar a Colombia en la fecha en que se celebraría la audiencia, pero no pudo hacerlo por motivos de seguridad; que no han actuado de mala fe; que la toma de muestras sobre firmas y huellas constituye la columna vertebral de la tacha de falsedad propuesta; que el mismo juzgado reconoce que existen indicios de que el demandado no se encuentra en el país y a ellos acude para que se acceda a su solicitud, cuyo fin es buscar la verdad. 
.- Mediante proveído del 12 de abril último decidió el juzgado no revocar el auto impugnado. Argumentó básicamente que el demandado no demostró encontrarse en el exterior por problemas de seguridad y que de conformidad con el artículo 225 del Código de Procedimiento Civil, debe acreditarse sumariamente un hecho justificativo de inasistencia, lo que no aconteció en este caso, sin que el juzgado cuente con elementos de juicio para suponer que los motivos por los que el demandado permanece fuera del país, persisten. También, que se encuentran vencidos los términos para solicitar la comisión, de conformidad con los artículos 183 y 184 del mismo código. En la misma providencia, negó el recurso de apelación interpuesto como subsidiario. 

.- Frente a ésta última decisión, el apoderado del demandado interpuso recurso de reposición y en subsidio solicitó la expedición de copias para recurrir en queja. El juzgado se mantuvo en su negativa, y ordenó las copias pedidas, las que no fueron retiradas oportunamente.
La Corte Constitucional en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. También ha expresado que puede incurrir el funcionario judicial en defecto procedimental por un exceso ritual manifiesto, cuando en tal forma desconoce el derecho sustancial. Así ha dicho:
“La causal específica de procedibilidad de la acción de tutela contra providencias judiciales denominada defecto procedimental, encuentra su sustento en los artículos 29 y 228 de la Constitución, que se refieren a los derechos al debido proceso y al acceso a la administración de justicia, y al principio de prevalencia del derecho sustancial sobre el procesal.
“En principio, este defecto se materializa cuando se desconocen las formas propias de cada juicio; pero también pude producirse por un exceso ritual manifiesto, en virtud del cual se obstaculiza el goce efectivo de los derechos de los individuos por motivos formales. Así, existen dos tipos de defectos procedimentales: Uno denominado defecto procedimental absoluto, y el otro que es un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto.
“El defecto procedimental absoluto se configura cuando “el funcionario judicial se aparta por completo del procedimiento establecido legalmente para el trámite de un asunto específico, ya sea porque: i) se ciñe a un trámite completamente ajeno al pertinente —desvía el cauce del asunto—, o ii) omite etapas sustanciales del procedimiento establecido legalmente afectando el derecho de defensa y contradicción de una de las partes del proceso”
.
“Por su parte, el defecto procedimental puede estructurarse por exceso ritual manifiesto cuando “(…) un funcionario utiliza o concibe los procedimientos como un obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y por esta vía, sus actuaciones devienen en una denegación de justicia”; es decir:
“El funcionario judicial incurre en un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto cuando (i) no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente a la verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (iii) por la aplicación en exceso rigurosa del derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación devenga en el desconocimiento de derechos fundamentales…”
.
De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección, por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.

En el caso concreto, considera la Sala que como medio para proteger el derecho a un debido proceso, la acción de tutela está llamada a prosperar porque incurrió la funcionaria accionada en defecto procedimental al fundamentar su decisión de negar la comisión con el fin de que se tomaran las muestras grafológicas y de las huellas del demandado, necesarias para practicar las pruebas oportunamente solicitadas, con los argumentos de que el demandado no justificó que por motivos de seguridad no pueda regresar al país; porque no demostró al menos con prueba sumaria, como lo exige el artículo 225 del Código de Procedimiento Civil,  las razones que le impidieron asistir a la audiencia en la que se tomarían muestras de su escritura y sus huellas y porque el término para solicitar la comisión se encuentra vencido, de conformidad con los artículos 183 y 184 del mismo código. 
En efecto, el demandado otorgó poder al abogado que lo representa ante el cónsul de Colombia en New York y en el escrito por medio del cual formuló excepciones de fondo, indicó que escucharía notificaciones personales en el No. 198-16 Avenue Flushin New York.
La decisión del juzgado se fundamentó en el artículo 225 del Código de Procedimiento Civil que señala los efectos de la desobediencia del testigo, disposición que no tiene aplicación en el caso concreto.

Las pruebas periciales fueron solicitadas oportunamente por el demandado en el proceso ejecutivo; el juzgado las decretó y sin que el primero lo pidiera, dispuso el segundo la toma de muestras grafológicas y de las huellas del demandado, razón por la cual no puede considerarse válido su argumento, consistente en que el término para pedirla se encontraba vencido de conformidad con los artículos 183 y 184, porque además ninguna de esas disposiciones consagra un plazo para ello. En efecto, la primera de esas normas prevé, como regla general, que para que sean apreciadas por el juez, las pruebas deberán solicitarse, practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades previstas en ese código; la segunda, autoriza ampliar el término probatorio, cuando algunas se han dejado de practicar sin culpa de quien las pidió.

El apoderado del demandado no ha pedido la práctica de una nueva prueba, pues como se ha expresado, de manera oportuna solicitó los dictámenes periciales cuya práctica también decretó el juzgado, y si el funcionario accionado consideró necesario, de oficio, tomar las muestras que efectivamente ordenó, ha debido librar el exhorto respectivo al funcionario en el exterior, competente para ese fin.

Se concluye entonces de lo expuesto que si el demandado se encuentra radicado en el exterior, hecho que puede considerarse probado con el poder otorgado y si expresamente consignó en el escrito de contestación a la demanda que recibiría notificaciones personales en la ciudad de New York, ha debido ordenarse la comisión para la toma de muestras que oficiosamente dispuso el juzgado, por medio del cónsul de Colombia en ese lugar, sin exigir pruebas adicionales para demostrar el peligro que corre en este país, porque el solo hecho de encontrarse en el exterior autoriza adoptar medida como esa, con independencia de las razones por las que se encuentra fuera de la sede del juez.

Surge de lo expuesto que la decisión del juzgado en negar la comisión, se sustentó en disposiciones que no regulan la materia; sin tener en cuenta aquellas que permiten la comisión, concretamente el artículo 31 del Código de Procedimiento Civil que la autoriza para la práctica de pruebas en los casos previstos por el artículo 181, norma esta última que admite conferirla cuando el juez no puede hacerlo de manera personal, en razón al territorio, desconociendo además el artículo 293 que faculta, en el trámite de la tacha de falsedad, realizar el cotejo con las letras o firmas de los documentos que enlista, sin que se exija la presencia personal de quien la propuso.

Incurrió entonces la funcionaria judicial en vía de hecho por defecto procedimental, al aplicar preceptos procesales con restricción de los derechos sustanciales, porque en tal forma se limitaron oportunidades procesales que garantizan el derecho al  acceso a la administración de justicia y de defensa del aquí demandante, porque de mantenerse la decisión que niega la comisión, no será posible perfeccionar las pruebas que dentro de la oportunidad legal solicitó.

En esas condiciones, se concederá la tutela solicitada; se dejará sin efecto el auto del 15 de febrero de este año, proferido en el proceso ejecutivo con acción mixta a que se ha hecho mención, por medio del cual se negó la solicitud elevada por el demandado para que se comisionara al cónsul de Colombia en New York con el fin de que tomara las muestras que oficiosamente dispuso el juzgado y se ordenará a la juez accionada que dentro de las cuarenta y horas siguientes a la notificación de esta providencia, a la luz de las consideraciones consignadas en esta providencia, la resuelva nuevamente, en forma tal que se garantice la práctica de las pruebas oportunamente solicitadas y decretadas por el juzgado. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Conceder el amparo solicitado por el señor Rubén Darío de Pava en la acción de tutela que promovió contra el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, a la que se vinculó a los señores Huberto Castaño García y Luz Marina Giraldo Fajardo. En consecuencia, en protección al derecho a un debido proceso, se dispone dejar sin efecto el auto del 15 de febrero de este año, proferido en el proceso ejecutivo con acción mixta que propusieron los dos últimos contra el primero y se ordena a la funcionaria demandada que dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, a la luz de las consideraciones consignadas en la parte motiva de esta sentencia, se pronuncie nuevamente en relación con la solicitud elevada por el apoderado del aquí demandante, mediante escrito presentado el 23 de enero de 2012, en forma tal que se garantice la práctica de las pruebas oportunamente solicitadas y decretadas por el juzgado. 

SEGUNDO.- De no ser impugnada esta decisión, remítase el  expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

TERCERO.- Notifíquese a los intervinientes lo resuelto en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992.

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



LUIS ALFONSO CASTRILLÓN SÁNCHEZ


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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